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La oportunidad de aprender en el aula está directamente relacionada 
con las características del proceso de enseñanza y las habilidades docen-
tes que posea quien está al frente de ella. En este espacio es importante 
brindar más y mejores herramientas, modelos, estrategias y métodos de 
capacitación al personal docente, a fin de que pueda solventar y atreverse, 
arriesgarse a ser copartícipe del cambio que solicita el sistema educativo 
actual en pro de los procesos de inclusión, equidad e igualdad social. Por 
ende, trabajar un lenguaje de señas y atender a los niños y jóvenes con dis-
capacidad auditiva debe ser parte esencial del neurocurrículo educativo de 
las sesiones de clase. Pero para que esto exista, deberá ser una competen-
cia desarrollada por los profesores, preferentemente dentro de su proceso 
de formación.

A manera de conclusión

De esta forma la Escuela Normal Superior Federalizada del estado de 
Puebla y la Escuela de Alta Tecnología para Personas con Sordera, por me-
dio del Diplomado de Lenguaje de Señas Mexicano, impulsan el aprendizaje 
de una segunda lengua para atender las necesidades educativas especiales 
(nee) de niños y jóvenes con discapacidad auditiva, y brindan la capacita-
ción docente para la atención inclusiva y equitativa en pro de la igualdad.

En México aún existe mucha desinformación sobre el trabajo en pro de 
la inclusión, la equidad y la igualdad, sin embargo, aportando un granito 
de arena en la formación docente y la capacitación de noveles de la educa-
ción en áreas de atención diversificadas, nuestra función social se enaltece 
y contribuye a una sociedad más justa, asequible y mejor para todos y cada 
uno de los que la integramos. De esta manera, a 70 años de la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos, debemos participar para que la 
educación, además de ser un derecho y una obligación, sea el camino para 
ejercer un prospecto estatal-nacional de igualdad en el desempeño acadé-
mico-profesional de los docentes de educación básica.

Si todos nosotros nos esforzamos un poco más por hacer las cosas de 
manera leal a los principios éticos y morales, seguramente nuestra socie-
dad será justa y permitirá el sano desarrollo de todos los individuos que la 
integramos.

desconocimiento y desinterés en la gran mayoría de las personas sobre 
la atención a individuos con discapacidad. Por ende, se ha generado un 
rezago principalmente en el ámbito educativo y laboral que impacta de 
manera importante en la inserción social de estos individuos, puesto que 
muchas veces es más fácil, aunque menos pertinente, priorizar la atención 
a aquellas personas que se encuentran en condiciones «óptimas» tanto en 
el aspecto f ísico como en el emocional y el cognitivo.

Dadas estas condiciones, aún de rezago y discriminación, que en oca�-
siones se dan en los sectores educativos atendidos por los estudiantes nor-
malistas, se ha planteado una estrategia de atención educativa que permiti-
rá reforzar la formación y el desempeño ético y profesional de los docentes 
en servicio y que coadyuvará al desarrollo social, inclusivo e incluyente 
de los contextos escolares. Esto permitirá crear sinergia entre la Escuela 
Normal Superior Federalizada del estado de Puebla y la Escuela de Alta 
Tecnología Educativa para Personas con Sordera (www.escuelaparasor-
dos.com), con sede en Puebla, México, donde a partir de la capacitación 
extracurricular (fuera de la malla académica) se atiende el aprendizaje del 
lenguaje de señas mexicano (lsm), tanto en un sentido teórico como prác-
tico. Esta capacitación les permite a los docentes habilitarse en la atención 
a personas con sordera, en el sentido a brindar un espacio educativo de 
equidad e inclusión, con miras a la igualdad.

Cabe mencionar que no todas las personas sordas saben lsm.

Hay quien cree que los sordos «nacen» sabiendo señas y que por tal mo�-
tivo todo sordo se comunica en esta lengua de manera automática, sin 
embargo lsm debe de aprenderse como cualquier otra lengua, es cierto 
que para un sordo es mucho más fácil aprender a dominar una lengua de 
señas que una lengua oral pero aun así debe adquirirla de algún modo, 
de hecho existen muchos sordos que nunca han aprendido la lsm y no 
son capaces de entenderlas. (Martínez, López y Escobar, 2016: 10)

Por ello es menester atender el interés y buscar el canal adecuado de co-
municación para poder mantener informadas a las personas y aperturar en 
los espacios correspondientes elementos que nos permitan dar a conocer 
el quehacer y la mejora de la figura docente y su impacto en el desarrollo 
personal y social de los individuos miembros de una sociedad.

Equidad e inclusión: 
binomio para la igualdad
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Resumen. Este ensayo exploratorio brinda elementos 
para la comprensión de la vivencia de derechos esen-
ciales de las comunidades rurales del Uruguay en los 
últimos 70 años, a partir de un eje fundamental: el de-
recho a la tierra. Se propone abordar este eje como sín-
toma del reconocimiento o la discriminación de la ciu-
dadanía de las poblaciones arraigadas en el territorio, 
de diversas ruralidades que persisten en una sociedad 
fuertemente urbanizada pero de base agropecuaria. Si 
bien el derecho a la tierra no está codificado formal-
mente en el derecho internacional, se relaciona direc-
tamente con los derechos a la vida, el trabajo, la propie-
dad, el ambiente, la vivienda, la alimentación, así como 
con derechos culturales de comunidades campesinas y 
originarias, entre otros. Este derecho es estudiado para 
el caso nacional, yendo más allá de la consideración 
del aspecto residencial (de un 5 % de población rural), 
incorporando dimensiones culturales, territoriales y 
ecológicas.

Palabras claves. Ciudadanía, tierra, territorio, de-
rechos humanos.
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En el concierto nacional, la distinción entre tierra para trabajar y tierra 
para vivir fue desarrollada por el filósofo Carlos Vaz Ferreira (1957) en las 
conferencias publicadas hace exactamente 100 años: Sobre la propiedad 
de la tierra. En el marco del aumento del precio de la tierra, producto de la 
modernización conservadora, Vaz Ferreira planteaba las dificultades para 
una reforma agraria (por la resistencia del latifundio a la tributación) y las 
oportunidades para una reforma habitacional universal basada en la idea 
de que todo ciudadano-ser humano tiene derecho al lugar, a un pedazo de 
tierra como medio de habitación:

El derecho de habitar cada individuo en su planeta y en su nación, sin 
precio ni permiso, es el mínimo de derecho humano; derecho que no 
ha sido reconocido ni bien establecido. (Vaz Ferreira, 1957: 33)

En nuestro medio rural, son importantes los avances del Movimiento 
de Erradicación de la Vivienda Insalubre Rural (mevir), que asciende a 
30.000 viviendas en todo el país (en 51 años de existencia), de las cuales 
un 13 % corresponden a soluciones habitacionales en las unidades produc-
tivas (unas 3.912 viviendas, que representan el 10 % del total de viviendas 
en explotaciones agropecuarias censadas en 2011) y un 84 % a viviendas 
nucleadas, dirigidas a trabajadores y pobladores rurales de bajos ingresos 
(mevir, 2018).

Sin embargo, la Cámara de Senadores rechazó a mediados de 2018 un 
proyecto de vivienda popular que podría haber universalizado la vivienda 
social también para las familias rurales que no cuentan con «título de pro�-
piedad en regla o con posibilidades de regularizar» (requisito para algunas 
líneas de apoyo, como las «unidades productivas» de mevir). Las familias 
de menores ingresos económicos continúan expuestas al desarraigo en sus 
pequeños parajes (los que desaparecen en todo el medio rural año a año). 
Por diversas razones económicas o culturales, los integrantes de varios 
hogares rurales no manifiestan interés en ser relocalizados en urbaniza-
ciones como los sitios donde se construyen las «viviendas nucleadas» o no 
cuentan con acceso a la tierra o seguridad en la tenencia de la tierra para 
acceder a los planes.

Junto a los avances de mevir en más de cinco décadas, podemos conside�-
rar un avance de los años recientes el reconocimiento de diversos derechos 

1.	 Introducción

En un sentido amplio, el derecho a la tierra incluye la posibilidad de 
controlar una «parcela» para «beneficiarse» de las actividades económi�-
cas y productivas sobre ella (Food and Agriculture Organisation, 2002, en 
Gilbert, 2013). Dentro de ese sentido amplio, podemos entender al cam-
pesino como ciudadano y sujeto de derechos, como todo ser humano «de 
la tierra que tiene una relación directa y especial con la tierra y la natura-
leza a través de la producción de alimentos y/u otros productos agrícolas. 
Las campesinas y campesinos trabajan la tierra por sí mismos; dependen 
sobre todo del trabajo en familia y otras formas a pequeña escala de orga-
nización del trabajo. Las campesinas y campesinos están tradicionalmente 
integrados en sus comunidades locales y cuidan el entorno natural local y 
los sistemas agro-ecológicos» (Vía Campesina, 2015, artículo 1).

Si bien el término campesino no es corriente en la sociología nacio-
nal, como categoría social se la asocia al productor agropecuario familiar 
(Piñeiro, 1985). Sin embargo, el sentido otorgado por la Vía Campesina a 
nivel internacional y latinoamericano permite incluir en el «campesina�-
do» otras categorías sociales: trabajadores rurales sin tierra, pescadores 
artesanales, comunidades originarias, entre otras. En este marco puede 
ser comprendido como un sujeto no solamente por su derecho a usar el 
suelo (relacionado con los llamados «agricultores») o de acceder a alguno 
de los regímenes de tenencia de la tierra (relacionado con los «sin tierra»), 
porque la palabra tierra dice más que suelo, dice más que título, la palabra 
tierra connota territorio, agroecosistema y cultura (Delgado, 2009).

2.	 La tierra y las libertades fundamentales  
del campesinado

A los efectos de valorar los avances de las libertades fundamentales y 
los derechos humanos en los últimos 70 años, comprendemos dentro de 
los derechos de la población campesina cinco dimensiones relacionadas: 
su derecho a la tierra como medio de habitación, como medio de produc-
ción, como derecho cultural, como derecho al territorio y como derecho 
de la tierra.

El derecho a la tierra 
en Uruguay
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de 100 ha (mgap, 2011), con lo que el Uruguay regresó a su mínima expre-
sión registrada de explotaciones, la del Censo de 1908, y al menor porcen-
taje de superficie controlada por pequeños productores (4,5 %).

La extranjerización de la tierra alcanza entre un 20 % y un 40 % de la 
superficie productiva, sin que la ciudadanía pueda conocer exactamente 
ese dato ya que la tenencia de la tierra por sociedades anónimas se habili-
tó mediante excepciones a la legislación. La concentración de una tercera 
parte de la superficie productiva en manos de los establecimientos mayo-
res de 2.500 hectáreas se mantiene intacta desde hace 50 años (Díaz, 2016; 
2017).

Unos 4.000 establecimientos «grandes» (mayores de 1.000 hectáreas) 
controlaron el 60 % de la superficie desde 1908 hasta 2011, mientras que 
los establecimientos menores de 100 hectáreas (que siempre represen-
taron más del 50 % del total de establecimientos) controlaron en todo el 
período promedialmente el 7 % de la superficie productiva, como puede 
observarse en la tabla II .

Tabla II. Cantidad de explotaciones de menor escala 
y porcentaje de superficie controlada (1908-2011)

Censos 1908 1951 1980 2000 2011

Total de explotaciones 43.874 85.258 68.362 57.131 44.781

Entre 1 y 99 24.433 63.126 46.935 36.045 24.702

% superficie 5,0 9,23 7,6 5,8 4,5

Fuente: Piñeiro y Moraes (2008); Solari (1958); mgap (2011).

En la década del 40 del siglo xx se experimentó la exclusión del sector 
rural de los «consejos de salarios» y de la mayoría de los beneficios lega�-
les conquistados para los trabajadores urbanos. Sin embargo un conjunto 
de actores sociales (maestros rurales, productores familiares, entre otros) 
y diversos sectores políticos promovieron la creación de un instrumento 
que atendiera el derecho a la tierra como medio de producción, en una 
«solución transaccional» (González Sierra,1994) que se lograría con la 
creación del Instituto Nacional de Colonización (inc):

sociales para los pobladores rurales: derechos laborales (limitación de 
la jornada rural, consejo de salarios rurales , etc.), electrificación rural, 
descentralización de los programas de salud rural, descentralización de 
espacios consultivos (Áreas Protegidas, Mesas de Desarrollo Rural del 
mgap, etc.), reactivación del Instituto Nacional de Colonización, pro-
gramas departamentales y nacionales de «desarrollo» rural, extensión y 
asistencia técnica, amplia cobertura de las escuelas rurales (frenando los 
«nucleamientos»), avance de los liceos rurales, diversificación de la oferta 
educativa técnico-profesional, descentralización de la Universidad de la 
República, entre otros.

Sin embargo, estos avances mencionados en materia de derecho a la 
vivienda y de derechos sociales para pobladores rurales no incidieron en 
evitar la pérdida de las unidades productivas a raíz de la fuerte tendencia a 
la concentración, el anonimato y la extranjerización de la tierra (Narbondo 
y Oyhantçabal, 2016). Discriminación que genera la negación de la ciuda-
danía campesina, la pérdida del entramado social en el campo, el éxodo 
rural y la desruralización de la educación de las futuras generaciones y sus 
proyectos de vida.

El derecho a la tierra 
en Uruguay

Tabla I. Cantidad de establecimientos agropecuarios 
por estrato de tamaño según año del Censo

1908 1961 1980 2000 2011

De 1.000 ha y más 3.781 3.809 3.895 4.034 4.167

De 100 a 999 ha 15.375 18.085 17.532 17.052 15.912

Entre 1 y 99 ha 24.433 65.034 46.935 36.045 24.702

Total 43.874 86.928 68.362 57.131 44.781

Fuente: Piñeiro y Moraes (2008); mgap (2011).

En los últimos años este contundente éxodo rural manifiesta que el de-
recho a la tierra como «medio de producción» ha sido desconocido, ya que 
desaparecieron un 50 % de los establecimientos agropecuarios entre 1961 
y la actualidad. Solamente entre los años 2000 y 2011 se perdieron 12.000 
emprendimientos productivos, 58 % del rubro ganadería y 90 % menores 
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Entre 1985 y 2004 se colonizaron apenas 28.000 hectáreas (Pardiñas, 
2006). A partir del año 2005 y en el marco de un conjunto de reivindica-
ciones de los asalariados rurales y productores familiares, se apuesta por 
la reactivación del inc y el financiamiento de la incorporación de nuevas 
áreas, aunque:

durante varias décadas y sucesivas administraciones el Instituto (inc) 
sufrió un proceso de deterioro que desdibujó la visión inicial y funda-
dora. Es de destacar que la acción del inc en sus sesenta años de exis-
tencia no ha logrado modificar el patrón de distribución de la tierra. 
(Piñeiro, 2011: 524)

Se incorporaron entre 2006 y 2016 más de 100.000 hectáreas, llevando 
el patrimonio del inc a 553.000 hectáreas (un 3 % del territorio productivo 
del país). Entre 2005 y 2017 alcanzaron 2.000 nuevos usuarios de campos 
de Colonización (5.873 beneficiarios), principalmente arrendatarios. En 
este período se pasó de 26 a 70 grupos de colonos que pagan por el uso de 
los inmuebles públicos una renta menor de la que se cobra en el mercado 
(aunque podría ser menor o eliminarse selectivamente).

Sin embargo, dado que la modalidad «colectiva» es la dominante en las 
adjudicaciones de arrendamiento del inc, por la escala de tierra en explo-
taciones directas que ocupa cada colono (sea asalariado rural o productor 
familiar) resulta totalmente insuficiente subsistir teniendo como ingreso 
principal el generado en el predio (con un cupo de 57 hectáreas promedio 
por colono de explotación directa) y radicarse en el inmueble como prevé 
la ley (Acosta et al., 2017).

Pese a ello, persisten unos 6.000 solicitantes de tierra (Díaz, 2016) que 
con su inscripción y sus reivindicaciones colectivas (Díaz, 2016) manifies-
tan su voluntad de ser aspirantes a colonos aunque fuera para complemen-
tar sus ingresos con otras actividades económicas, productivas y laborales.

En el caso de la ganadería vacuna y ovina (que representa el principal 
rubro de la producción familiar, de los asalariados rurales y de los campos 
colectivos otorgados), el acceso a la tierra potencia la demanda de amplia-
ción de escala. Los nuevos colonos que acceden a la tierra siguen deman-
dando mayor escala de tierra, por lo que evitar el minifundismo ganadero 
constituye un desaf ío importante para el inc, así como la necesidad de 

Todos (los sectores de la cámara) estamos de acuerdo en reconocer 
la necesidad de corregir estos defectos de nuestra organización agra-
ria; de contener la despoblación del campo; de evitar la formación de 
focos de desocupación y miseria; de subdividir convenientemente la 
tierra y hacerla accesible al que tenga aptitud y voluntad para traba-
jarla; de mejorar los sistemas de explotación; de asociar la labranza y 
la ganadería para darles posiblidad de expansión y resplado recíproco; 
de incorporar más capital y más labor a cada unidad productora; de 
hacer posible una mayor y mejor producción de riqueza con la parti-
cipación del más elevado número posible de trabajadores. (Cámara de 
Senadores, 1949: 62)

Del amplio «consenso» político (reflejado en las discusiones parlamen�-
tarias) nace el 12 de enero de 1948 la Ley 11.029, que no es ni una reforma 
agraria que democratiza la estructura fundiaria ni la «colonización» de 
inmigrantes en base a empresas privadas que se favoreció en siglo xix, 
sino que es la atribución que se reserva el Estado de obtener tierras en el 
mercado y brindársela en diferentes regímenes de tenencia a los trabaja-
dores rurales a los efectos de «mejorar la productividad» y procurar su 
«radicación» y «bienestar» (como señala su artículo 1).

Procurando la aplicación de la Ley de Colonización, el 20 de febrero de 
1964 tiene lugar la primera de las cinco Marchas por la Tierra que realiza la 
utaa (Unión de Trabajadores Azucareros de Artigas) entre ese año y 1970. 
La lucha por la tierra de los asalariados rurales generó la aplicación de un 
impuesto a las grandes propiedades, mediante el cual se expropiaron miles 
de hectáreas a favor de Colonización. En el mismo período (1969-1979) en 
que varios activistas vinculados a la utaa eran exiliados, presos, tortu-
rados, asesinados y desaparecidos, se incorporaron 140.000 hectáreas al 
patrimonio del inc.2

2	  En la lista de asesinatos de la Secretaría de Derechos Humanos para el Pasado Reciente (2018) 
puede encontrarse el caso de Edelmar Ribeiro (el Nego Velho) como el primer «peludo» sindi-
calista asesinado por la policía del departamento de Artigas, el 23 de marzo 1969, cuyo crimen 
continúa impune. En la misma situación se encuentran asesinatos en democracia vinculados 
a la defensa del derecho a la tierra y el territorio, como el del pescador artesanal Ramón Bur-
gos, de Tacuarembó, el 23 de setiembre de 1986 (suntma, 2011) y en Rocha el asesinato del 
referente del Movimiento por la Tierra Ronald Scarcella (el 23 de abril de 1993).

El derecho a la tierra 
en Uruguay
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zaciones sindicales (González Sierra,1994) que sin embargo no lograron 
continuidad durante la década de los 90, cuando la precariedad de los 
derechos laborales fue mayor. Desde mediados de la década del 2000 se 
vuelven a crear un número similar de organizaciones de base con varias 
conquistas por empresas y sectores, pero con dificultades para generar he-
rramientas de alcance nacional.

En cuanto al derecho a la tierra como opción cultural o modo de vida, 
está íntimamente ligado a las dimensiones ya abordadas (hábitat y medios 
de producción), pero también al derecho al territorio. Sin embargo diver-
sos sujetos territorializados han sido desconocidos en el Uruguay de los 
últimos 70 años.

La historia escrita nos enseña que el «campo» uruguayo formó al «ru�-
ral» o «paisano» (asalariado o productor), sin embargo la «narrativa» im�-
perante «ha insistido en que en el Uruguay no hubo «campesinado», in�-
visibilizando dentro de esta identidad a diversas categorías sociales, como 
por ejemplo los «agregados» y «ocupantes» (Moraes, 2016), o a los tenedo�-
res de ganado sin campo y otras modalidades de la ganadería familiar. Mu-
chos de aquellos a los que hoy consideraríamos «productores familiares» 
con diversas formas de posesión o tenencia de la tierra y de los animales, y 
con diversas relaciones laborales (Díaz, 2017).

La historiograf ía nacional se ha focalizado en la historia de empleados 
y empleadores del capitalismo moderno, prestando poco interés a que el 
«campo alambrado» formó una diversidad de categorías sociales no pu�-
ramente capitalistas ni campesinas (Moraes, 2016) que han mantenido su 
modo de vida al borde del alambrado, donde la historia académica no veía, 
donde incluso por momentos se alterna la relación empleador-empleado 
entre productores de baja escala. Por lo que, además de las «viejas» iden�-
tidades rurales, es necesario destacar los sujetos de derecho invisivilizados 
por la historia, que siendo sujetos culturales no han sido objeto de cono-
cimiento.

Esto no es extraño en Uruguay, donde las ciencias sociales generalmen-
te han negado la existencia de campesinos y el peso de las raíces aborígenes 
en la población rural. A partir de la presencia de linajes aborígenes en el 
norte del país (Acosta y Lara, 1981) y la reemergencia de la causa indígena, 
iniciada por la familia de Lino (+1973) y Bernardino García (+2008), del 
departamento de Tacuarembó, diversos testimonios orales y transcritos 

mejorar la calidad de producción y radicación de las colonias con un mo-
delo de «repoblamiento de la campaña».

Por lo tanto, pese a los avances señalados, continúa pendiente la apli-
cación de forma integral y estricta de una política de acceso a la tierra que 
dé satisfacción a miles de solicitantes que son expulsados del medio rural 
desde hace más de medio siglo.

En relación con las formas de organización de productores familiares y 
trabajadores rurales y las formas jurídicas que presentan funcionamientos 
colectivos, solidarios y participativos para llevar adelante diversas clases 
de actividades económicas y sociales relacionadas con la tierra que, por 
ende, han favorecido la vinculación y la permanencia de las personas, co-
rresponde destacar, por su recorrido de muchos años (y sin perjuicio de 
otras formas), a las sociedades de fomento rural (sfr), las cooperativas 
agrarias y los sindicatos rurales.

Las sfr surgieron a principios del siglo xx como comisiones de fomen-
to en torno a los pueblos y a las estaciones de ferrocarril que se iban crean-
do a medida que la vía férrea se extendía por gran parte del país. Pero de a 
poco se fueron constituyendo en organizaciones de apoyo a los pequeños 
productores rurales, y muy tempranamente, en 1915, crearon su organi-
zación central: la Comisión Nacional de Fomento Rural (cnfr), que fue 
prontamente reconocida por el Estado (1918) como entidad de segundo 
grado, delegando en ella el control de las sfr, situación que permanece 
hasta el día de hoy.

Y desde fines del siglo xix, y con más fuerza a comienzos del siglo xx, 
aparecen los primeros sindicatos agrícolas, los que, en algunos aspectos, 
se asemejan a las sociedades de resistencia (primeros sindicatos que fue-
ron apareciendo en las ciudades, con eje en las profesiones y oficios de las 
personas). Estos sindicatos agrícolas fueron el embrión de las cooperativas 
agropecuarias (que hoy en día son conocidas como cooperativas agrarias), 
las que llegaron a contar con la primera legislación nacional sobre coope-
rativas (Ley 10.008, de 1941), y en algunas zonas han sido muy importantes 
en apoyo a las actividades de sus asociados y, de ese modo, han facilitado 
la cercanía y el arraigo a la tierra.

A su vez, la reapertura democrática conoció la reactivación de las tra-
diciones de agremiación de los asalariados rurales que tuvo el país (en las 
décadas de los 50 y 60), alcanzando poco más de una docena de organi-
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sinos y Otras Personas que Trabajan en Zonas Rurales (del 39.° Encuentro 
del Consejo de Derechos Humanos y el Grupo de Trabajo Interguberna�-
mental de Composición Abierta sobre los Derechos de los Campesinos y 
de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales) (onu, 2013) cola-
boraría al reconocimiento del país mestizo. Reconocimiento de un 1 % de 
población campesina y de un 5 % indígena: una novedad frente a la «histó�-
rica» autodefinición dominante de «país transplantado» (Ribeiro, 1984) o 
«bajado de los barcos».

La discriminación del campesinado se expresó y se expresa en la ten-
dencia predominante del «campo» uruguayo de hoy a su expulsión, a la 
coexistencia con la tradicional estancia ganadera de un paisaje de mono-
cultivos que prescinden de la población rural, en base a grandes empresas 
de capitales anónimos (un campo sin «vecinos») y propiedades de «ex�-
tranjeros» que comprometen la soberanía nacional y que utilizan más tec�-
nología sofisticada que mano de obra.

Este modelo de «campo» requiere de la «desterritorialización» de las 
posesiones campesinas y de la desmemoria de las raíces mestizas, por lo 
que la llamada «diversificación de la matriz productiva» cierra escuelas 
rurales (perdimos más de 3.000 alumnos rurales del 2005 a la actualidad) 
mientras educa para la reconversión laboral del «rural» o del «campero», 
y su reorientación como pequeño rentista (si posee propiedad), semiasa-
lariado urbano o «beneficiario» de las políticas sociales. De esta forma 
la expansión capitalista desterritorializa saberes y forma sujetos rurales 
cultural y económicamente desarraigados.

El reconocimiento internacional de los derechos campesinos de se-
tiembre de 2018 puede ser una herramienta para expandir ciudadanía, to-
mado en cuenta que la identidad del paisano, del «campero», del «rural» o 
campesino uruguayo es un patrimonio cultural de la nación, su presencia 
histórica un «bien común», y que además de su contribución económica 
a la sociedad como productor familiar, asalariado rural o pescador artesa-
nal, es muchas veces guardián del territorio y un monitor ambiental, un 
ciudadano que puede contribuir al ejercicio de la soberanía en el territorio 
nacional y a la soberanía alimentaria, al disfrute de las libertades funda-
mentales de la sociedad en su conjunto.

evidencian demandas de restitución territorial de los descendientes ori-
ginarios, lo que implicaría el reconocimiento estatal del genocidio y del 
etnocidio, y el reconocimiento de las raíces originarias de nuestra(s) cul-
tura(s) mestiza(s).

Finalmente, la amenaza al derecho de la tierra: desde un paradigma bio-
céntrico (Gudynas, 2015) debería valorarse el uso del rubro de la ganadería 
sobre campo natural, principal e histórico agroecosistema del bioma pam-
pa uruguayo. Allí urge la reparación ecológica y económica a los asalaria-
dos rurales y ganaderos familiares, verdaderos «guardianes de la pradera» 
(Torres, 2013) que nos han legado una de las principales reservas naturales 
de pastizales nativos del mundo, pero que sin embargo carecen de todo 
tipo de protección ambiental y legal frente a los megaemprendimientos 
agrícolas, agrícola-ganaderos y forestales de carácter extractivista.

Patrimonio ecológico de una poco reconocida biodiversidad, de una 
inexplorada potencialidad productiva para la producción de carne a cielo 
abierto, de alto valor natural, y de servicios ecosistémicos invaluables para 
la conservación del bioma pampa (Komchenko y Bencke, 2016) y sus va-
liosos recursos naturales.

3.	 Conclusiones

Para revertir la tendencia predominante a la exclusión de los derechos 
campesinos, el derecho a la tierra en Uruguay como derecho ciudadano 
debería justificarse por la mera pertenencia del sujeto campesino a su co-
munidad política, pero también considerando de manera particular dentro 
de los sujetos titulares a los 22.858 productores familiares registrados ofi-
cialmente (mgap, 2015), a los 1.782 pescadores artesanales registrados ante 
dinara (2012), a los trabajadores «sin tierra» (asalariados y propietarios de 
tierras y rodeos en pequeña escala), que ascienden según nuestras estima-
ciones publicadas en los informes del Observatorio de Política de Tierra de 
la Universidad de la República (Díaz, 2016) a más de 6.000 los solicitantes 
de tierra inscritos en el Instituto Nacional de Colonización y a 159.319 los 
autonominados descendientes de etnias aborígenes (Censo 2011).

Esta puesta al día de la situación del campesinado en Uruguay en el 
concierto latinoamericano y de la Declaración de Derechos de los Campe-
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